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1.

La Memoria que ahora se presenta recoge la actividad desarrollada por el Tribunal Económi-
co-Administrativo de L’Hospitalet (TEALH) a lo largo del año 2025, así como algunos datos com-
parativos del período 2012‑2025, contabilizados desde su constitución en el mes de abril de 2012.

Esta Memoria, además de proporcionar información sobre el conjunto de la actividad realizada por 
el TEALH durante el año 2025, pretende dar a conocer el Tribunal al conjunto de la ciudadanía. Con 
este objetivo, se ofrece a continuación una breve presentación del TEALH, de sus características 
y finalidades, así como de las funciones que tiene legalmente atribuidas, que son las que, 
principalmente, dan contenido y estructura a la Memoria.

El TEALH es el primer órgano municipal creado en Cataluña para la resolución de reclamaciones 
económico‑administrativas (y, hasta la actualidad, el único en Cataluña). Se constituyó en abril de 
2012, cuando L’Hospitalet alcanzó una población superior a los 250.000 habitantes y, por tanto, le 
resultó de aplicación el régimen de organización de los municipios de gran población, de acuerdo 
con el artículo 121 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), 
en la redacción dada por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización 
del gobierno local. Cabe señalar que la constitución de un órgano especializado para la resolución 
de reclamaciones económico‑administrativas es una obligación legal exigida por el propio tenor 
del artículo 137.1 de la LBRL y por la Disposición Transitoria primera de la Ley 57/2003, de 16 de 
diciembre. La creación del TEALH en el municipio de L’Hospitalet se realizó en cumplimiento de 
esta obligación legal.

Entre las características del TEALH, cabe destacar su especialización y su actuación con criterios 
de independencia técnica y gratuidad. El TEALH es un órgano especializado en materia tributaria 
que también tiene competencia para resolver reclamaciones económico‑administrativas 
relacionadas con actos de recaudación de ingresos de derecho público no tributarios, de 
competencia municipal. Otra característica esencial del TEALH es su independencia funcional, 
que resulta clave en la separación entre las funciones de aplicación de los tributos y las de revisión, 
y que garantiza la imparcialidad de sus resoluciones.

En cuanto a las finalidades del TEALH, la independencia funcional y la gratuidad del procedimiento 
lo convierten en un instrumento al servicio de la ciudadanía y de las entidades para la tutela 
efectiva de sus derechos, sin necesidad de acudir a un proceso ante los Tribunales de Justicia 
en caso de estimarse la reclamación, lo que supone una reducción de la litigiosidad en la vía 
jurisdiccional contencioso‑administrativa.

 Presentación y balance  
 de actuación 



5

TEA • Memoria 2025  

También es un órgano que sirve al Ayuntamiento (en el ejercicio de sus competencias tributarias 
municipales), en el marco de los principios de legalidad y seguridad jurídica, mediante las funciones 
de emisión de dictámenes sobre los proyectos de ordenanzas fiscales y de informes y estudios en 
materia tributaria, funciones a las que nos referimos a continuación.

Estas son, por tanto, las funciones que tiene legalmente atribuidas el TEALH, según establece el 
artículo 137.1 de la Ley reguladora de las Bases del Régimen Local:

a.	 “El conocimiento y resolución de las reclamaciones sobre actos de gestión, liquidación, 
recaudación e inspección de tributos e ingresos de derecho público que sean de competencia 
municipal.

b.	 El dictamen sobre los proyectos de ordenanzas fiscales.
c.	 En caso de ser requerido por los órganos municipales competentes en materia tributaria, la 

elaboración de estudios y propuestas en esta materia.”

El contenido de la Memoria anual es coherente con estas funciones del TEALH y da cumplimiento 
a la previsión establecida en el artículo 10, apartado 11, del Reglamento Orgánico del TEALH 
(publicado en el BOP de Barcelona de 15 de febrero de 2012), según el cual se debe: “Presentar, ante 
el Pleno municipal y dentro del primer trimestre de cada año, la Memoria anual de las actividades del 
TEALH, donde se expondrá la actividad desarrollada y se recogerán las observaciones que resulten 
del ejercicio de sus funciones, así como las sugerencias que se consideren oportunos para mejorar 
el funcionamiento de los servicios sobre los cuales se proyectan sus competencias.”

De acuerdo con esta previsión normativa, la Memoria que ahora se presenta recoge las actividades 
desarrolladas por el TEALH a lo largo del año 2025, estructuradas sistemáticamente en cuatro 
grandes apartados:

a.	 La resolución de reclamaciones.
b.	 Los informes emitidos a petición del Ayuntamiento.
c.	 El dictamen sobre proyectos de ordenanzas fiscales. 
d.	 Las actividades de difusión institucional.

Asimismo, se dedica un último apartado a las observaciones y sugerencias que prevé la norma 
citada.

En relación con la primera de las funciones legalmente atribuidas (el conocimiento y resolución 
de las reclamaciones económico‑administrativas), puede señalarse que durante el año 2025 se ha 
mantenido el número de reclamaciones presentadas: 9 reclamaciones económico‑administrativas 
presentadas en 2025, el mismo número que en 2024. 
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Las reclamaciones económico‑administrativas presentadas en 2025 suponen, junto con las 
entradas en 2024, el número más bajo desde la constitución del TEALH, por los motivos que 
explicamos a continuación.

Este descenso es debido a la delegación, en la Diputación de Barcelona, de las funciones de 
gestión, liquidación, inspección y recaudación de una gran parte de los tributos y otros ingresos de 
derecho público locales, acordada por el Pleno municipal del Ayuntamiento en fecha 9 de octubre 
de 2020 y 9 de diciembre de 2021, y modificada el 28 de enero y 29 de julio de 2025, dado que 
las actuaciones realizadas por el Organismo de Gestión Tributaria de la Diputación de Barcelona 
no son susceptibles de reclamación económico‑administrativa ante este Tribunal Económico 
Administrativo.

Por conceptos, destacan las reclamaciones presentadas por la tasa de residuos, seguidas de 
las relativas al impuesto sobre bienes inmuebles. En cuanto a las reclamaciones resueltas, la 
mayoría han estado relacionadas con el impuesto sobre bienes inmuebles. Respecto al sentido de 
la resolución de las reclamaciones, cinco han sido estimadas, tres han sido desestimadas y una 
ha sido inadmitida por falta de competencia.

El balance del año es positivo. A 31 de diciembre de 2025 permanecían pendientes de resolución 11 
reclamaciones, si bien el TEALH solo tenía constancia formal de 8 de ellas, ya que las 3 restantes, 
presentadas en el Ayuntamiento durante el mes de diciembre, no fueron registradas en el TEALH 
hasta 2026.

En relación con los recursos contencioso‑administrativos presentados ante los Juzgados 
Contenciosos Administrativos contra resoluciones expresas o presuntas del TEALH, en 2025 se 
han presentado cuatro recursos contra resoluciones del TEALH. A lo largo del año 2025 solo se ha 
recibido una sentencia contencioso‑administrativa parcialmente estimatoria y, a 31 de diciembre 
de 2025, solo quedaban pendientes de resolución cuatro recursos.

Con la finalidad de ofrecer una visión de conjunto y evolutiva de la actividad del TEALH, esta 
Memoria incluye también datos comparativos del período 2012‑2025, desde la constitución del 
TEALH en abril de 2012, que se recogen en el apartado VI “DATOS ESTADÍSTICOS”.

En cuanto a la función de elaboración de estudios e informes, en 2025 el Tribunal Económico 
Administrativo de L’Hospitalet recibió una petición por parte de los órganos competentes en 
materia tributaria del Ayuntamiento, que fue resuelta con carácter de urgencia.

Finalmente, respecto a la tercera función del TEALH —el dictamen sobre los proyectos de 
ordenanzas fiscales—, durante el año 2025 el TEALH se ha pronunciado en relación con las 
propuestas de modificación de la Ordenanza Fiscal núm. 2.14, reguladora de la Tasa por la 
prestación de los servicios municipales de salud, tal como se detalla en el apartado III.3 de esta 
Memoria.
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De acuerdo con la normativa vigente —en concreto, el artículo 137 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las bases del régimen local, y el artículo 6 del Reglamento Orgánico del Tribunal 
Económico Administrativo de L’Hospitalet (ROTEALH)—, el TEALH debe estar constituido por un 
número impar de miembros, con un mínimo de tres, designados por el Pleno de la Corporación 
a propuesta de la Alcaldía-Presidencia, entre personas con titulación universitaria superior y de 
reconocida competencia técnica en el ámbito tributario. Actualmente, el TEALH está integrado 
por tres miembros: un presidente y dos vocales, uno de los cuales, tal como prevé el citado artículo 
6 del ROTEALH, ejerce también las funciones de secretario del Órgano.

En cumplimiento de dichos preceptos legales, el Pleno del Ayuntamiento de L’Hospitalet de 
Llobregat, en sesión ordinaria de 29 de julio de 2025, aprobó con el quórum de mayoría absoluta 
legalmente exigido por el artículo 137.4 LBRL, el acuerdo por el que se modifica parcialmente la 
composición del TEALH, en el sentido de cesar a la Sra. Cristina Serrano Sánchez como vocal 
secretaria suplente primera y nombrar en su lugar a la Sra. Gemma Esteve Sánchez. En cuanto al 
resto de los miembros, titulares o suplentes designados para sustituirlos en casos de ausencia, 
enfermedad, vacante u otras causas legalmente establecidas, que habían sido nombrados por 
acuerdo del Pleno del Ayuntamiento el 28 de septiembre de 2022, se mantienen vigentes el resto 
de determinaciones contenidas en dicho acuerdo, de forma que el Tribunal queda constituido del 
siguiente modo:

Miembros titulares:

-	 Presidente: Sr. Rafael de Olañeta de Fernández-Grande
-	 Vocal: Sra. Montserrat Casanellas Chuecos
-	 Vocal Secretaria: Sra. Silvia Verano Gil

Miembros suplentes:

-	 Vocal Suplente: Sra. María Luisa Esteve Pardo
-	 Vocal Secretaria suplente primera: Sra. Gemma Esteve Sánchez
-	 Vocal Secretaria suplente segunda: Sra. María del Mar Duran Biarnau

La composición del Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet es mixta, puesto que 
incluye tanto personal funcionario de carrera del Ayuntamiento de L’Hospitalet —como la vocal 

2.
 El Tribunal Económico-  
 Administrativo de L’Hospitalet.  
 Composición, funcionamiento y sede   
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secretaria titular y las dos vocales secretarias suplentes (primera y segunda)—, como personal 
externo a la Corporación. En este último caso, forman parte del Tribunal el Sr. Rafael de Olañeta 
de Fernández-Grande, la Sra. Montserrat Casanellas Chuecos y la Sra. María Luisa Esteve Pardo, 
quienes ejercen, respectivamente, los cargos de presidente titular, vocal titular y vocal suplente.

Tal como establece su Reglamento Orgánico, el Tribunal dispone de la estructura administrativa 
de apoyo necesaria para el adecuado desarrollo de sus funciones y, en cumplimiento de esta 
previsión, el TEALH cuenta con una funcionaria de carrera municipal adscrita que presta apoyo 
técnico y administrativo al Tribunal.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 de su Reglamento Orgánico, el Tribunal Económico 
Administrativo está adscrito orgánicamente al Área de Alcaldía-Presidencia y su funcionamiento 
se fundamenta en los principios de independencia técnica, celeridad y gratuidad, tal como 
establece el artículo 4.4 del Reglamento Orgánico del TEALH, lo que garantiza que el órgano ejerza 
sus funciones con plena autonomía y sin estar sometido a instrucciones de ningún otro órgano 
municipal.

Para ejercer las funciones que le atribuye la normativa vigente, el Tribunal Económico 
Administrativo de L’Hospitalet actúa mediante dos formas de organización: mediante el Pleno 
del TEALH y mediante los órganos unipersonales. El Pleno está integrado por los tres miembros 
del Tribunal —el presidente y las vocales—, ejerciendo una de las vocales, también, las funciones 
de secretaria del Órgano. Por otra parte, los órganos unipersonales fueron constituidos por 
resolución del presidente del Tribunal de fecha 6 de febrero de 2023, en aplicación de lo dispuesto 
en los artículos 10.6 y 7.3 del Reglamento Orgánico del TEALH. Desde entonces, actúan como 
órganos unipersonales los tres miembros titulares del Tribunal: el Sr. Rafael de Olañeta de 
FernándezGrande, la Sra. Montserrat Casanellas Chuecos y la Sra. Silvia Verano Gil.

En cuanto al ámbito competencial, corresponde al Pleno del TEALH la resolución de las 
reclamaciones económico-administrativas que deban tramitarse por el procedimiento general, 
regulado en el capítulo II del título II del Reglamento Orgánico. Igualmente, es competencia del 
Pleno la resolución de los recursos extraordinarios de revisión interpuestos contra sus propios 
actos, así como la tramitación de los procedimientos especiales de nulidad de pleno derecho y 
de declaración de lesividad de los acuerdos y resoluciones dictados por los órganos del Tribunal. 
Además, el Pleno es el encargado de elaborar estudios, informes y propuestas en materia tributaria 
que le sean solicitados por los órganos municipales competentes, así como los dictámenes 
correspondientes a los proyectos de ordenanzas fiscales.

Corresponde a los órganos unipersonales la resolución de las reclamaciones económico- 
administrativas que deban tramitarse mediante el procedimiento abreviado regulado en el capítulo 
III del título II del Reglamento Orgánico del TEALH. Este procedimiento se aplica cuando la cuantía 
de la reclamación es inferior a 6.000 euros o en aquellos supuestos específicos en los que se 
alegue exclusivamente la inconstitucionalidad o ilegalidad de las normas, la falta o defecto de 
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notificación, la insuficiencia de motivación o la incongruencia del acto impugnado, así como las 
restantes circunstancias previstas reglamentariamente. Asimismo, los órganos unipersonales 
ejercen las demás competencias que les atribuyan expresamente el Reglamento Orgánico del 
TEALH y la normativa jurídica aplicable.

La sede y oficina del Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet, desde el momento de su 
constitución en 2012, están ubicadas en la masía de Ca N’Arús, situada en la rambla de la Marina, 
número 417, en el barrio del Centre de L’Hospitalet de Llobregat.
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3.1.	 La aplicación de las ordenanzas fiscales vista a través de las reclamaciones  
económico-administrativas

3.1.1. Ordenanza fiscal 1.01, reguladora del impuesto sobre bienes inmuebles

1.	 Sujeto pasivo en caso de asignación del uso y disfrute del bien inmueble a uno de los co-
propietarios 

En el expediente de la reclamación económico-administrativa número REA 9/2024 se analiza 
el recurso presentado por un contribuyente que manifiesta su disconformidad con la división 
de la cuota tributaria correspondiente al Impuesto sobre Bienes Inmuebles, al considerar que el 
pago íntegro del tributo debería corresponder al otro copropietario de los dos inmuebles objeto 
de controversia, su expareja, dado que es quien, en virtud de la correspondiente sentencia de 
divorcio, tiene atribuido su uso y disfrute. El recurrente fundamenta su argumentación en el 
apartado segundo del art. 23323 del Código Civil de Cataluña, según el cual, cuando se atribuye 
el uso de la vivienda a uno de los cónyuges por motivo de separación o divorcio, “los gastos 
ordinarios de conservación, mantenimiento o reparación de la vivienda, incluidos los de comunidad 
y suministros, y los tributos y tasas de devengo anual, corren a cargo del cónyuge beneficiario del 
derecho de uso”.

El Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet de Llobregat desestima el recurso basán-
dose en los siguientes argumentos:

-	 En primer lugar, el art. 61.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLRHL), y 
en términos equivalentes el art. 2.1 de la Ordenanza Fiscal núm. 1.01, reguladora del IBI del 
Ayuntamiento de L’Hospitalet (OFIBI), definen el hecho imponible del impuesto del siguiente 
modo: “Constituye el hecho imponible del impuesto la titularidad de los siguientes derechos 
sobre los bienes inmuebles rústicos y urbanos y sobre los bienes inmuebles de características 
especiales: a) Una concesión administrativa sobre dichos bienes o servicios públicos a los 
que estén afectos. b) Un derecho real de superficie. c) Un derecho real de usufructo. d) Un 
derecho de propiedad.”

	 En este contexto, tanto el recurrente como su expareja ostentan un derecho de propiedad 
sobre los inmuebles objeto de controversia y, en consecuencia, ambos realizan el hecho 
imponible del IBI conforme a los arts. 61.1 TRLRHL y 2.1 OFIBI. Por el contrario, el derecho 

3.
 Actividad del TEALH  
 en cumplimiento de sus funciones 
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de uso y disfrute atribuido a la expareja mediante el convenio regulador de la separación, 
confirmado posteriormente por sentencia judicial, no constituye un derecho real generador 
del hecho imponible del IBI. El derecho de uso y disfrute no es jurídicamente equiparable 
al usufructo ni a ninguno de los restantes derechos del art. 61.1 TRLRHL o del art. 2.1 OFIBI, 
por lo que no origina obligación tributaria alguna en materia de IBI.

−	 En segundo lugar, el art. 63 del TRLRHL y, en equivalente sentido, el art. 4.1 de la OFIBI, 
atribuyen la condición de sujeto pasivo del tributo, a título de contribuyente, a quien ostente 
la titularidad del derecho, que, en cada caso, sea constitutivo del hecho imponible: del 
impuesto y, por tanto, a quien corresponda la condición de concesionario, superficiario, 
usufructuario o propietario del correspondiente bien inmueble. En consecuencia, tanto 
el recurrente como su expareja son sujetos pasivos del IBI, a título de contribuyentes, en 
la medida en que ambos son titulares del derecho de propiedad constitutivo del hecho 
imponible del IBI en los términos expresados en el punto anterior. 

	 Pero, además, debe tenerse en cuenta que cuando la titularidad del derecho constitutivo 
del hecho imponible corresponde a dos o más personas, circunstancia que concurre en 
el caso analizado en la presente resolución, todas ellas quedan solidariamente obligadas 
al cumplimiento de todas las prestaciones tributarias exigibles, de manera que la 
Administración competente podría dirigirse a cualquiera de ellas para exigirle la satisfacción 
total de la deuda tributaria correspondiente. En este sentido, el art. 35.7 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, determina que “la concurrencia de varios obligados 
tributarios en un mismo supuesto de una obligación determina que queden solidariamente 
obligados ante la Administración tributaria al cumplimiento de todas las prestaciones, salvo 
que por ley se disponga expresamente otra cosa (...). Cuando la Administración solo conozca 
la identidad de un titular debe practicar y notificar las liquidaciones tributarias a su nombre, 
el cual está obligado a satisfacerlas si no solicita su división. A este efecto, para que proceda 
la división es indispensable que el solicitante facilite los datos personales y el domicilio de 
los restantes obligados al pago, así como la proporción en que cada uno de ellos participe 
en el dominio o derecho transmitido”. Asimismo, en términos equivalentes, el art. 4.3 de la 
OFIBI establece que: “(...) se podrá exigir el pago del impuesto a cada uno de los comuneros, 
en su condición de sujetos pasivos, en proporción a su respectiva participación, siempre y 
cuando se conozca la identidad, número de identificación fiscal y domicilio fiscal de todos los 
comuneros, y se considerará en todo caso un pago parcial de la totalidad del deudor tributario. 
En caso contrario, se podrá exigir el pago total del impuesto a cualquiera de ellos. No procede 
la división cuando alguna de las cuotas resultantes sea inferior al importe por debajo del cual 
procede la exención del impuesto de acuerdo con el artículo 6 de esta ordenanza fiscal”. 

	 En este contexto, en la medida en que tanto el recurrente como su expareja son copropie-
tarios de los bienes inmuebles objeto de controversia, ambos concurren en el mismo pre-
supuesto de hecho de la obligación tributaria correspondiente al IBI de dichos inmuebles, lo 
que determina que queden solidariamente obligados ante el Ayuntamiento de L’Hospitalet 
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al completo cumplimiento de todas las prestaciones que correspondan. Por este motivo, 
desde la separación del matrimonio hasta el año 2023, el Ayuntamiento giró la liquidación 
íntegra del IBI a la expareja del recurrente. Aun así, haciendo uso de la facultad que la le-
gislación vigente establece para los supuestos en los que varios sujetos concurren en el 
mismo presupuesto de hecho de una obligación tributaria, la expareja del recurrente solicitó 
a la Unidad de Gestión Tributaria del Ayuntamiento de L’Hospitalet de Llobregat la división 
de la cuota tributaria del IBI en proporción a su respectiva cuota de participación, Unidad 
que resolvió favorablemente dicha petición. Por este motivo, desde el año 2024, el Ayun-
tamiento de L’Hospitalet procedió a exigir la cuota tributaria correspondiente a cada uno 
de los copropietarios atendiendo al respectivo porcentaje de titularidad sobre los bienes 
inmuebles afectados.

−	 Finalmente, debe tenerse presente que los procedimientos tributarios y la aplicación de 
los tributos deben realizarse atendiendo a lo previsto en el art. 7 de la LGT respecto de las 
fuentes del Derecho Tributario y, por tanto, a lo dispuesto en la Ley General Tributaria, en 
las leyes propias de cada tributo y en el resto de leyes que contengan disposiciones en 
materia tributaria, así como en las disposiciones reglamentarias dictadas en desarrollo de 
las anteriores y, de forma específica en el ámbito local, en las correspondientes ordenanzas 
fiscales. No cabe duda de que la resolución dictada por la Unidad de Gestión Tributaria del 
Ayuntamiento de L’Hospitalet de Llobregat por la que se acuerda la división de la cuota 
tributaria del IBI entre el recurrente y su expareja se fundamenta en la regulación contenida 
en la LGT, en su desarrollo reglamentario, en el TRLRHL y en la Ordenanza Fiscal reguladora 
del IBI del Ayuntamiento de L’Hospitalet de Llobregat, respetándose escrupulosamente el 
sistema de fuentes del Derecho.

−	 Así, si bien es cierto que el apartado segundo del art. 23323 del Código Civil de Cataluña 
establece que “los gastos ordinarios de conservación, mantenimiento y reparación de la vi-
vienda, incluidos los de comunidad y suministros, así como los tributos y las tasas de devengo 
anual son a cargo del cónyuge beneficiario del derecho de uso”, esta previsión tiene efectos 
en el ámbito civil y, por tanto, en el marco de las relaciones jurídicas surgidas entre las par-
tes en aplicación de lo previsto en el convenio regulador de la separación matrimonial, pero, 
en ningún caso, puede alterar la sujeción a un tributo según lo establecido en la normativa 
tributaria. En este sentido, el art. 17.5 de la LGT determina que “los elementos de la obligación 
tributaria no podrán ser alterados por actos o convenios de los particulares, que no producirán 
efectos ante la Administración, sin perjuicio de sus consecuencias jurídicoprivadas”. 

	 En consecuencia, la obligación contenida en el art. 23323 del Código Civil de Cataluña debe 
entenderse en el marco de la relación de carácter civil existente entre el recurrente y su 
expareja a raíz de su separación, con independencia de las obligaciones que, desde la pers-
pectiva tributaria, puedan ser atribuidas a uno u otro cónyuge o a ambos de forma conjunta. 
En este contexto, la Administración competente debe exigir el pago de los tributos al suje-
to determinado por la respectiva ley reguladora como consecuencia de la realización del 
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hecho imponible legalmente determinado, sin perjuicio de que dicho obligado tributario 
pueda reclamar a la otra parte, posteriormente y en el contexto de la respectiva relación 
civil, el importe del tributo satisfecho. Así, si la normativa reguladora del IBI prevé que el 
sujeto pasivo es el titular de un derecho de propiedad sobre un bien inmueble, dicha posi-
ción subjetiva no puede ser alterada ante la Administración recaudadora, en este caso, el 
Ayuntamiento de L’Hospitalet de Llobregat, de modo que esta exigirá el tributo a quien la 
norma tributaria atribuya la condición de sujeto pasivo. Por su parte, una vez realizado el 
pago del tributo, el art. 23323 del Código Civil de Cataluña permitiría reclamar, en el ámbito 
de la jurisdicción civil, el pago del tributo satisfecho a quien ostenta el uso y disfrute del 
correspondiente inmueble.

2.	Efectos tributarios derivados de la alteración de la descripción catastral de un bien in-
mueble

En los expedientes de las resoluciones económico-administrativas números 2/2024, 3/2024 y 
4/2024 el contribuyente solicita la devolución de ingresos indebidos correspondientes al Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles de los ejercicios 2017, 2018 y 2019, respectivamente, al considerar que las 
liquidaciones tributarias correspondientes fueron realizadas atendiendo a un valor catastral que 
no se corresponde con el real del inmueble según la posterior alteración de la descripción y valor 
catastrales declarados por la Gerencia Regional del Catastro en el año 2019. En este contexto, la 
cuestión central de dichos expedientes consiste en determinar si la resolución de la Gerencia 
Regional del Catastro en la que se altera la descripción catastral del inmueble y, consecuentemente, 
el valor catastral del mismo, tiene efectos retroactivos en el ámbito tributario y, por tanto, afecta a 
las liquidaciones del Impuesto sobre Bienes Inmuebles anteriores a la fecha de dicha resolución 
que no hayan prescrito.

El Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet de Llobregat estima el recurso basándose 
en los siguientes argumentos:

-	 En primer lugar, debe tenerse en cuenta que, desde la perspectiva de la gestión catastral, la 
resolución dictada en el marco de un procedimiento de subsanación de discrepancias “(...) 
tendrá efectividad desde el día siguiente a la fecha en que el Catastro hubiera tenido cons-
tancia documentada de la discrepancia y se notificará a los interesados de conformidad con 
lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (…)” (cfr. art. 18 del Real 
Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley del Catastro Inmobiliario, en adelante, TRLCI). Así, el procedimiento previsto en el art. 18 
TRLCI tiene por objeto la actualización de los datos de las fincas registrales a efectos de su 
valoración y la respectiva resolución dictada en el marco de dicho procedimiento despliega 
sus efectos a futuro desde el día siguiente a la fecha en que el catastro tenga constancia de 
la discrepancia. En este sentido, el Tribunal Supremo ha puesto de relieve que 
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	 “No se trata de rectificar o corregir los actos administrativos, sino de actualizar datos de 
relevancia catastral, sean procedentes de errores o de falta originaria de información, en 
cuyo caso podría ser dudoso ese efecto irretroactivo in malam partem, aunque la vía de re-
sarcimiento no puede ser en ningún caso la de otorgar eficacia retroactiva a la subsanación, 
en contra de la expresa declaración legal. En tales circunstancias, no cabe interpretar el art. 
18 TRLCI contra su expreso tenor literal, y reconocer un carácter retroactivo que la norma no 
prevé, sino que expresamente prohíbe. Por lo demás, la previsión del art. 18 se mantendría 
incólume en caso de silencio de la ley al respecto, por aplicación del art. 2.3 del Código Civil, 
conforme al cual "las leyes no tendrán efecto retroactivo, si no dispusieren lo contrario" (cfr. 
SSTS 646/2020 y 664/2020, de 3 de junio de 2020 y 1753/2023, de 21 de diciembre de 2023).

−	 Aun así, la dualidad existente entre la gestión catastral y la gestión tributaria que afecta 
al Impuesto sobre Bienes Inmuebles requiere determinar si la irretroactividad derivada 
del art. 18 TRLCI en el ámbito catastral también es extensible al ámbito tributario, de 
manera que la modificación del valor catastral del inmueble derivada del procedimiento 
de subsanación de discrepancias solo pueda tenerse en cuenta en liquidaciones futuras 
y, por tanto, respecto a hechos imponibles devengados desde dicha modificación o bien 
pueda aplicarse retroactivamente, respecto a ejercicios no prescritos. Sobre esta cuestión, 
el Tribunal Supremo ha sido taxativo al considerar que la irretroactividad derivada del art. 
18 TRLCI solo despliega sus efectos en el ámbito catastral y no en el tributario. Al respecto, 
ha destacado que

	 “(…) la irretroactividad a que nos referimos, derivada directamente del artículo 18 TRLCI, 
despliega sus efectos en el ámbito estrictamente catastral, no así en el tributario. Si la 
Administración sostiene a fortiori, en numerosos escritos procesales, la separación entre 
las potestades y funciones catastral y fiscal, como si se tratara de dos mundos diferentes 
e inconexos, no hay razón alguna para escoger por el contrario los casos en que, a favor de 
la Administración, tales mundos se entrecruzan o vinculan, para desdeñarlos en los demás 
supuestos (…).

	 El fundamento esencial de nuestra doctrina radica en que, si bien en el ámbito de la relación 
catastral, la subsanación de deficiencias se proyecta hacia el futuro (art. 18 TRLCI), no puede 
afirmarse, en modo alguno, que tal efecto se extienda y traslade como tal a efectos fiscales, 
esto es, que sea admisible que se determine la base imponible de un impuesto de un modo 
reconocidamente equivocado (no otra cosa es la subsanación de la superficie de las fincas 
afectadas), de donde resultarían consecuencias que alteran pilares sustentadores de la 
imposición (…).

	 (…) denegar la devolución de lo abonado en exceso, con el argumento de que los valores 
catastrales se rectifican sin efectos retroactivos, por aplicación del artículo 18 TRLCI, cuando 
se es consciente de que, como consecuencia del error fáctico de superficie —y, al reducirse 
ésta, de valor del inmueble— que ha sido rectificado se ha satisfecho una cuota superior a la 
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debida, quebranta el principio de capacidad económica y, si consta —como aquí sucede—, un 
término de comparación válido, también el principio de igualdad, siempre que el error que se 
subsana ya existiera en los periodos a que se refieren los ingresos que se reputan indebidos”  
(cfr. FD 3r. SSTS 646/2020 i 664/2020, de 3 de junio).

Asimismo, respecto a la cuestión con interés casacional para la formación de jurisprudencia de 
las SSTS 1753/2023, de 21 de diciembre y 73/2024, de 18 de enero de 2024, el Tribunal Supremo va 
un paso más allá y determina que

“2.1.	 Si el contribuyente discute en sede de "gestión catastral" —en tiempo y forma— los valores  
	 asignados a los inmuebles de su propiedad y obtiene una decisión firme que anula tales  
	 valores, ordenando efectuar nueva valoración, el ayuntamiento que ha girado el Impuesto  
	 sobre Bienes Inmuebles conforme a los valores declarados nulos no puede aducir la  
	 existencia de una dualidad del procedimiento para mantener la vigencia de esas  
	 liquidaciones.

2.2.	 La Hacienda Local, por tanto y en un supuesto como el que nos ocupa, precisamente por la  
	 vigencia en nuestro sistema fiscal de aquella dualidad, debe atemperarse a la decisión que  
	 adopte el órgano competente de "gestión catastral" y, si ésta es anulatoria de la valoración  
	 que le permitió girar el tributo, debe dejar sin efecto las liquidaciones correspondientes sin  
	 esperar a que se produzca una expresa modificación del padrón, a salvo su derecho, en los  
	 términos que legalmente procedan, a emitir nuevas liquidaciones conforme a los valores  
	 que, finalmente, sean declarados ajustados a Derecho”.

En consecuencia, no puede admitirse la licitud de una deuda tributaria calculada en base a un valor 
catastral que, con posterioridad a la respectiva liquidación, ha sido declarado erróneo por parte de 
la Administración. De lo contrario, la cuantificación del impuesto y, en concreto, la determinación 
de su base imponible, se estaría realizando atendiendo a un valor económico superior al que 
corresponde y, por tanto, el contribuyente estaría abonando una cuota tributaria superior a la 
debida, lo que comporta un quebrantamiento de las premisas propias del principio de capacidad 
económica.

−	 Finalmente, desde la perspectiva procesal, debe indicarse la idoneidad del procedimiento 
de devolución de ingresos indebidos previsto en el art. 221 LGT para recuperar el exceso 
de las cantidades indebidamente ingresadas al Ayuntamiento en concepto del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles de los ejercicios 2017, 2018 y 2019, no siendo aplicable la previsión 
contenida en el apartado tercero del citado artículo. Es indudable que la dualidad en la 
gestión del IBI comporta un desfase temporal entre la emisión de la resolución por parte 
de la Dirección Regional del Catastro, la incorporación de los correspondientes cambios 
al padrón municipal y la liquidación del impuesto. Así, es habitual que dicha liquidación se 
haya efectuado en base al valor catastral inicial y no al valor corregido y que el obligado 
tributario haya procedido a su pago y no haya impugnado directamente la liquidación, de 
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manera que esta adquiera firmeza por el transcurso del tiempo. Esto es, precisamente, 
lo que sucedió en el caso que origina los expedientes 2/2024, 3/2024 y 4/2024, en los 
que el contribuyente pagó la liquidación del IBI que se efectuó en base al valor catastral 
inicial del inmueble, aunque, posteriormente, instó un procedimiento de subsanación 
de discrepancias que finalizó con una resolución, en el año 2019, que disminuía el valor 
catastral que había sido utilizado para emitir la liquidación del IBI dos años antes y que, por 
tanto, ya era firme. En este contexto, el Tribunal Supremo ha destacado que

	 “en estos impuestos de gestión compartida lo deseable sería que marcharan paralelamente 
y coordinadamente los trámites propios de la gestión catastral y tributaria, pero lo cierto, y 
es lo normal, es que se produzca un desfase temporal (…), de suerte que estando pendiente 
de resolver una impugnación contra la valoración catastral, no se suspende ni el dictado 
de la liquidación, ni su cobro, y respecto de esta, de la liquidación, sería absurdo exigir su 
impugnación para evitar que adquiera firmeza cuando resulta de todo punto inútil recurrir 
la liquidación por no responder el valor catastral, la base imponible, a la realidad, puesto 
que la Administración municipal, por esta dualidad de gestión catastral y tributaria, no 
podría dar otra respuesta que atenerse al valor dado en sede catastral aún su impugnación 
o cuestionamiento. No puede someterse al contribuyente a un peregrinaje impugnatorio 
que, además, es inútil, en tanto no compete resolver al Ayuntamiento el cuestionamiento del 
valor catastral. En este contexto adquiere todo su sentido la regla aplicada por la Sala de 
apelación, el cobro de la liquidación no se suspenderá en ningún caso, pero si la resolución 
relativa al acto censal afectase al resultado de la liquidación, aun siendo esta firme, que 
es lo que habitualmente sucederá por el natural desfase temporal cuando se cuestiona la 
realidad del valor catastral fijado, lo procedente es ajustar las liquidaciones giradas a la 
nueva realidad, al valor catastral corregido, con devolución de ingresos indebidos. Como bien 
indica la sentencia de apelación, en estos casos de gestión compartida, para la devolución 
de ingresos indebidos mediando actos firmes, no resulta necesario acudir al art. 221.3 de la 
LGT, sino que por la propia dinámica del sistema de gestión compartida, basta la solicitud de 
devolución de ingresos indebidos” (FD 9è STS 1753/2023, de 23 de desembre).

3.	Suspensión del plazo máximo para dictar resolución de devolución de ingresos indebidos. 
Pérdida sobrevenida del objeto

En la reclamación económico-administrativa 35/2022, el contribuyente planteaba su desacuer-
do con una resolución de fecha 3 de marzo de 2022, del Teniente de Alcaldía de Planificación 
Estratégica y Economía, Juventud y Deportes, en virtud de la cual se decidió suspender el plazo 
máximo para dictar la resolución relativa a dos solicitudes de devolución de ingresos indebidos 
del impuesto sobre bienes inmuebles hasta que fuera firme la sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña derivada del recurso contencioso administrativo presentado en fecha 25 de 
febrero de 2022. En su posterior escrito de alegaciones el contribuyente explica otros hechos que 
se habían producido de forma paralela o con posterioridad, afirmando que la reclamación había 
quedado sin objeto y solicitando la anulación de la suspensión acordada por el Ayuntamiento.

https://vlex.es/vid/ley-general-tributaria-196376
https://vlex.es/vid/ley-general-tributaria-196376
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Efectivamente, como reconoció la propia reclamante, la reclamación económico-administrativa 
había quedado sin objeto, dado que la suspensión del plazo máximo para realizar las devoluciones 
fue levantada el 6 de octubre de 2022 mediante resolución del Teniente de Alcaldía de Hacienda, 
TIC y Atención Ciudadana.

En virtud de lo que se ha expuesto, este Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet acordó 
desestimar la reclamación económico-administrativa interpuesta por pérdida sobrevenida del 
objeto de la misma.

4.	Efectos jurídicos de valores catastrales y ponencia parcial declarados nulos

En 2025 el TEALH tuvo ocasión de pronunciarse de nuevo en relación a un contribuyente y un 
inmueble sobre el que se había pronunciado en reclamaciones anteriores. Las reclamaciones 
resueltas en 2025 fueron las números 8/2024 y 5/2025 que, a diferencia de otras resueltas con 
anterioridad, fueron estimadas.

En la resolución de la REA 8/2024, relativa al impuesto sobre bienes inmuebles de 2024, este TEALH 
manifestó que:

	 Si bien es cierto que el artículo 224.1, párrafo tercero, de la Ley General Tributaria de 17 de 
diciembre de 2003 establece que “Si la impugnación afecta un acto censal relativo a un tributo 
de gestión compartida, no se suspende en ningún caso, por este hecho, el procedimiento de 
cobro de la liquidación que se pueda practicar”, la última jurisprudencia del Tribunal Supremo 
ha fijado de forma clara y contundente que la administración que realizar la gestión tributaria 
del impuesto sobre bienes inmuebles, no puede desconocer las resoluciones firmes dictadas 
en vía administrativa, económico-administrativa o contencioso-administrativa a la espera 
de que la Gerencia Regional del Catastro correspondiente las ejecute. Así lo ha declarado en 
sus sentencias de 21 de diciembre de 2023 (núm. 1753/2023, recurso 5519/2022) y 18 de enero 
de 2024 (núm. 73/2024, recurso 6341/2022).

Añadiendo que, en la última sentencia nombrada, de 18 de enero de 2024, el Tribunal Supremo 
reiteró la jurisprudencia fijada en sentencias anteriores cuando manifiesta que:

6.1.El principio de buena administración, implícito en la Constitución (artículos 9.3 y 103), 
proyectado en numerosos pronunciamientos jurisprudenciales, y positivizado, actualmente, 
en nuestro Derecho común ( artículo 3.1.e) de la Ley 40/2015), y en el Derecho de la Unión 
Europea (artículos 41 y 42 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión), impone a la 
Administración una conducta lo suficientemente diligente como para evitar definitivamente 
las posibles disfunciones derivadas de su actuación, o aquellas que den lugar a resultados 
arbitrarios, sin que baste al respecto la mera observancia estricta de procedimientos y 
trámites. 
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	 Tal principio reclama, más allá de ese cumplimiento estricto del procedimiento, la plena 
efectividad de las garantías y derechos reconocidos legal y constitucionalmente y ordena 
a los responsables de gestionar el sistema impositivo (en nuestro caso), es decir, a la propia 
Administración Tributaria, observar el deber de cuidado y la debida diligencia para su 
efectividad y la de garantizar la necesaria protección jurídica de los ciudadanos, impidiendo 
situaciones absurdas, que generen enriquecimiento injusto o, también, que supongan una 
tardanza innecesaria e indebida en el reconocimiento de los derechos que se aducen.

6.2.Una Administración que “sirve con objetividad los intereses generales" —como nuestra 
Constitución proclama— y que debe atemperarse al indicado principio de buena 
administración no puede desconocer, amparándose en la estricta rigidez de la existencia de 
una dualidad procedimental entre gestión catastral y gestión tributaria, que una liquidación 
tributaria es, claramente, contraria a Derecho porque ha utilizado como base imponible 
un parámetro —un determinado valor catastral, en nuestro caso— que ha sido declarado 
contrario a Derecho por el órgano competente (en el seno de la “gestión catastral"). 

	 ...

	 Cabría afirmar, por tanto, que las liquidaciones que constituyen el objeto del proceso 
ostentaban una firmeza condicionada, esto es, estaban sujetas al resultado de la impugnación 
catastral que el mismo contribuyente había deducido —con conocimiento de la Corporación— 
ante el órgano competente de la gestión catastral. 

	 Podría incluso afirmarse que hubiera resultado exigible para la Hacienda Local —por mor de 
aquel principio de buena administración— revocar de oficio sus liquidaciones de IBI cuando 
ha tenido constancia indubitada de que la base imponible sobre la que se giraron era errónea. 

	 ...

	 Recapitulación final en relación con la cuestión con interés casacional objetivo para la 
formación de jurisprudencia descrita en el auto de admisión. 

	 (...) 

“2.1.Si el contribuyente discute en sede de "gestión catastral" —en tiempo y forma— los valores 
asignados a los inmuebles de su propiedad y obtiene una decisión firme que anula tales va-
lores, ordenando efectuar nueva valoración, el ayuntamiento que ha girado el Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles conforme a los valores declarados nulos no puede aducir la existencia de 
una dualidad del procedimiento para mantener la vigencia de esas liquidaciones. 

2.2.La Hacienda Local, por tanto y en un supuesto como el que nos ocupa, precisamente por la 
vigencia en nuestro sistema fiscal de aquella dualidad, debe atemperarse a la decisión que 
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adopte el órgano competente de “gestión catastral" y, si ésta es anulatoria de la valoración 
que le permitió girar el tributo, debe dejar sin efecto las liquidaciones correspondientes sin 
esperar a que se produzca un expresa modificación del padrón, a salvo su derecho, en los 
términos que legalmente procedan, a emitir nuevas liquidaciones conforme a los valores que, 
finalmente, sean declarados ajustados a Derecho.”

Por los motivos expuestos, la REA 8/2024 fue estimada por el TEALH al tener en cuenta que, con 
posterioridad a la presentación de esta REA, la resolución del Tribunal Económico-Administrativo 
Central de 28 de noviembre de 2024 era firme y dejó sin efecto el valor catastral del inmueble.  
Por tanto, las liquidaciones del impuesto sobre bienes inmuebles y el tributo metropolitano de 
2024 tenían que ser anuladas, con devolución si los importes estuvieran pagados, sin perjuicio de 
que es hagan nuevas liquidaciones por parte del Ayuntamiento de acuerdo con el valor catastral 
que fije la Gerencia Territorial del Catastro de Cataluña.

En la otra reclamación, la número 5/2025, el resultado fue el mismo, estimatorio para el contribu-
yente, por los mismos motivos de la reclamación 8/2024, pues, en este caso, las dos resoluciones 
del Tribunal Económico-Administrativo Central eran firmes ya que no habían sido recurridas ante 
la Audiencia Nacional.

3.1.2. Ordenanza fiscal núm. 1.03 reguladora del impuesto sobre el incremento de valor 
de los terrenos de naturaleza urbana

1.	 Inexistencia de incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana: no realización 
del hecho imponible

El expediente de la reclamación económico-administrativa 4/2026 procede de la autoliquidación 
presentada por el contribuyente en concepto del impuesto sobre el incremento de valor de 
los terrenos de naturaleza urbana (en adelante IIVTNU) el año 2017 como consecuencia de la 
transmisión de un bien inmueble de su propiedad, y de la posterior solicitud de rectificación 
por entender que dicha transmisión no supuso ningún incremento de valor susceptible de ser 
sometido a tributación dado que el valor de adquisición de dicho inmueble fue superior al posterior 
valor de transmisión del mismo.

A mediados de 2020, un Juzgado de lo Mercantil dictó un auto declarando en estado de concurso 
voluntario al contribuyente, procediendo a tramitar el correspondiente procedimiento concursal 
fruto del cual, a principios de 2021, se reconoció al obligado tributario la exoneración del pasivo 
insatisfecho a causa de un concurso de acreedores en la modalidad prevista en el art. 491.1 del 
Texto Refundido de la Ley Concursal. En base a dicho auto, el Ayuntamiento de L’Hospitalet 
dictó resolución en la que acordaba el fraccionamiento de la liquidación del impuesto sobre el 
incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana nombrado en el párrafo anterior, en 
dos partes iguales, anulando la correspondiente al crédito ordinario y manteniendo la del crédito 
privilegiado general respecto del cual continuará el procedimiento recaudatorio.
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El obligado tributario impugnó dicha resolución basándose en la prescripción del derecho de la 
Administración a exigir el pago de una deuda tributaria al haber transcurrido más de cuatro años 
desde la finalización del plazo voluntario de presentación y pago del impuesto.

No obstante, a mediados de 2025, el Teniente de Alcaldía del Ayuntamiento de L’Hospitalet 
dictó una resolución en la que estimaba la solicitud presentada por el contribuyente el año 
2017, entendiendo acreditada la inexistencia de un incremento de valor susceptible de generar 
obligación tributaria alguna en relación con el IIVTNU. En concreto, en aplicación de la doctrina del 
Tribunal Constitucional (SSTC núm. 59/2017, de 11 de mayo; 126/2019, de 31 de octubre y 182/2021, 
de 26 de octubre) y del Tribunal Supremo (STS núm. 1163/2018, de 9 de julio), el Ayuntamiento 
entiende que el caso planteado por el contribuyente es una situación no consolidada respecto de 
la cual resulta procedente estimar la solicitud de rectificación de la autoliquidación formulada 
por el interesado en el año 2017 y dejar sin efecto la autoliquidación presentada en su momento 
habiendo quedado acreditada la no realización del hecho imponible del tributo por inexistencia 
de un incremento de valor susceptible de imposición.

En este contexto, este Tribunal procede a declarar la pérdida sobrevenida del objeto de la 
reclamación económico-administrativa presentada por el contribuyente.

3.1.3. Ordenanza fiscal núm. 2.03 reguladora de la tasa por la recogida de basuras del 
comercio, la industria y las actividades profesionales

1.	 Devolución de ingresos de la AEAT con retención de deudas de tasa municipal

En la reclamación 13/2019, el contribuyente planteaba su desacuerdo con la desestimación de una 
petición de devolución de ingresos en virtud de una resolución del 5 de marzo de 2019 del Director 
del Órgano de Gestión Tributaria. Esta petición de devolución tenía su origen en una comunicación 
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT) por la que se informaba a la reclamante 
de la devolución del impuesto sobre Sociedades de 2016, con una retención de 1051,36 € por deudas 
con el Ayuntamiento de L’Hospitalet. Estas deudas correspondían a la Tasa por la recogida de 
basuras del comercio, la industria y las actividades profesionales de los ejercicios 2013 a 2016.

En la resolución de la reclamación, el TEALH reprodujo el artículo 221 de la Ley General Tributaria, 
remarcando a continuación que:

	 De la lectura de este artículo se desprende que solo en los supuestos del apartado 1 (duplicidad, 
cantidad pagada superior al importe a ingresar o pago de cuotas prescritas) la devolución se 
puede pedir directamente, sin necesidad de una resolución previa que reconozca el derecho 
a la devolución. El supuesto objeto de esta reclamación no coincide con ninguno de los tres 
casos nombrados.
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	 En el resto de los casos la devolución solo podrá prosperar si el obligado tributario dispone 
de un acto, resolución o sentencia que reconozca el derecho a esta devolución. Como señala 
el apartado tres del artículo transcrito, no es posible obtener una devolución de actos firmes 
y consentidos. Así lo han corroborado gran cantidad de sentencias del Tribunal Supremo, 
entre otras, las de 17 de diciembre de 2002, 20 de enero y 16 de marzo de 2004, y 10 de enero 
de 2007.

En el presente caso, nos encontrábamos con actos firmes y consentidos por la reclamante, motivo 
por el que no era posible estimar su reclamación.

La compensación hecha por la AEAT se produce cuando las deudas por la tasa ya están en período 
ejecutivo. Y cuando una deuda se encuentra en periodo ejecutivo, ya no es posible discutir el fondo 
del asunto, como pretendía la reclamante, de conformidad con los artículos 167.3 y 170.3, de la Ley 
General Tributaria antes nombrada.

Así lo corroboró la sección 2ª de la Sala 3ª del Tribunal Supremo, en su sentencia de 15 de marzo 
de 2012, recurso 5395/2008.

3.2.	Informes emitidos a petición del Ayuntamiento de L’Hospitalet

Por lo que respecta a la tercera de les funciones que el artículo 137.1 de la Ley reguladora de 
las Bases del Régimen Local atribuye a los órganos encargados de resolver las reclamaciones 
económico-administrativas, se pone de manifiesto que, a lo largo del año 2025, el Tribunal 
Económico-Administrativo de L’Hospitalet ha recibido el encargo, por parte de los órganos 
municipales competentes en materia tributaria de elaborar un informe en relación a un 
contribuyente que recurrió los acuerdos de la Gerencia Regional del Catastro de Cataluña de 
alteración de la descripción y valoración catastral de unos inmuebles. Este informe fue emitido 
por el TEALH en fecha 29 de abril de 2025.

3.3.	Dictamen sobre proyectos de ordenanzas fiscales

3.3.1. Ordenanza Fiscal núm. 2.14 - reguladora de la tasa por la prestación de servicios 
municipales de salud

En relación a las modificaciones propuestas sobre esta ordenanza fiscal, el TEALH hizo las 
siguientes observaciones:

PRIMERA. Se ha de señalar en primer lugar que la competencia del Tribunal se limita 
al análisis jurídico de las modificaciones sometidas a dictamen, quedando fuera de su 
competencia el estudio del contenido de los preceptivos informes técnico-económicos.
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SEGUNDA. Siempre que examinamos la regulación de una tasa, se han de tener presentes 
las siguientes limitaciones legales:

En primer lugar, las derivadas de la regulación contenida en los artículos 20 a 27 y 57 del 
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley reguladora de las haciendas locales, las derivadas de la Ley General Tributaria de 17 de 
diciembre de 2003 y supletoriamente, las derivadas de la ley de tasas y precios públicos de 
13 de abril de 1989, por disposición expresa del artículo 9.2 de esta última disposición. 

En segundo lugar, la regulación de los precios públicos contenida en los artículos 41 a 47 
del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley reguladora de las haciendas locales, pues en determinados casos no es posible la 
exigencia de una tasa sino de un precio público, por ejemplo, cuando el servicio o actividad 
también se desarrolla en el municipio del sector privado. 

I, en tercer lugar, la regulación de las prestaciones patrimoniales de carácter público no tri-
butario contenida en el artículo 20.6 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales, y en la 
disposición adicional primera de la Ley General Tributaria de 17 de diciembre de 2003, pues, 
en determinados casos no es posible la exigencia de una tasa sino de una prestación patri-
monial de carácter público no tributario, por ejemplo, cuando la actividad o servicio prestado 
es coactivo y se realiza por gestión indirecta (concesión) o gestión directa con personificación 
privada (empresa municipal o entidad pública empresarial).

TERCERA. En relación a las propuestas de modificación del artículo 2 de la ordenanza 
objeto de este dictamen, regulador del hecho imponible de la tasa, no se hace ninguna 
observación negativa por parte de este TEALH pues el ayuntamiento es libre para fijar, o 
no, el establecimiento de una tasa por determinados servicios. En este sentido, la lista de 
supuestos frecuentes contenida en el artículo 20.4 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 
5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas 
locales, es una lista abierta, no cerrada, si bien, como ha recordado el Tribunal Supremo en 
diversas sentencias, se ha de apreciar en otros supuestos un sustancial parecido jurídico con 
los supuestos enumerados en esta lista.

En el presente caso, no es contrario al ordenamiento jurídico la eliminación del supuesto de 
reposición jaula/trampa.

Por otro lado, es correcta la eliminación de todos aquellos supuestos que han pasado a ser 
considerados precios públicos, como es el caso de los servicios de laboratorio, o que han 
dejado de existir por la creación del registro de animales de compañía de la Generalitat de 
Catalunya (ANICOM).
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En cuanto a la clarificación de las actividades derivadas del control sanitario de actividades e 
inmuebles, y de los servicios derivados del control de los animales potencialmente peligrosos, 
se considera positiva dicha clarificación. 

CUARTA. En relación a las propuestas de modificación del artículo 3 de la ordenanza objeto 
de este dictamen, regulador de la obligación de contribuir (devengo), es coherente con las 
modificaciones propuestas del artículo 2, y no contrario al ordenamiento jurídico, eliminar las 
referencias al censo municipal de animales de compañía ya que la Generalitat de Catalunya 
ha creado el registro de animales de compañía (ANICOM).

Por otro lado, especificar en el supuesto de las autorizaciones sanitarias para la práctica 
de las actividades de tatuaje, pircing y micropigmentación, la regulación de que la tasa se 
devengará cuando se solicite la autorización, es conforme al artículo 26.1.b del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora 
de las haciendas locales, 

...

QUINTA. En relación a las propuestas de modificación del artículo 4 de la ordenanza objeto 
de este dictamen, regulador del sujeto pasivo, es coherente con las modificaciones propues-
tas del artículo 2 y no contrario al ordenamiento jurídico que el párrafo segundo del artículo 
4 haga referencia a los propietarios y/o poseedores de los animales que soliciten la licencia 
municipal para la tenencia de perros potencialmente peligrosos.

SEXTA. En relación a las propuestas de modificación del artículo 6 de la ordenanza objeto 
de este dictamen, regulador de las tarifas de la tasa, es coherente con las modificaciones ya 
analizadas de artículos anteriores y no contraria al ordenamiento jurídico la eliminación de 
la tarifa de reposición de jaula/trampa (tarifa 1.4), de los servicios de laboratorio (tarifa 2), así 
como modificar la del censo de animales de compañía (tarifa 5).

Por lo que respecta a la tarifa 3.2 (Servicio de inspección sanitaria) se dice en la memoria de 
la propuesta de modificación que se propone unificar las tarifas 3.2.1. (1ª inspección + com-
probación si es necesario) y 3.2.2. (2ª inspección y siguientes. Por inspección) en una única 
tarifa denominada 2ª inspección y sucesivas. Si se quiere “unificar”, no queda claro el motivo 
de quedar excluida la primera inspección.

Ahora bien, si conscientemente se quiere dejar sin tributación la primera inspección, entonces 
la nueva redacción propuesta ja es correcta.

Por último, en coherencia con la supresión de determinadas tarifas, es correcta la nueva 
ordenación del artículo de las tarifas, pasando de 5 apartados a 3 apartados.
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SÉPTIMA. Por último, en relación a la disposición final de la ordenanza, en la propuesta se 
fija como fecha de entrada en vigor el 1 de enero de 2026; por el contrario, en la memoria no 
se fija ninguna fecha concreta.

Cualquiera de las dos opciones son correctas jurídicamente, siempre y cuando se hayan hecho 
todos los trámites que establecen los artículos 15 a 19 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 
5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas 
locales, y se haya publicado el texto íntegro de la nueva ordenanza en el Boletín Oficial de la 
Provincia de Barcelona antes de su entrada en vigor.

No obstante, se recomienda, para facilitar la gestión y aplicación de la ordenanza, hacer 
coincidir su entrada en vigor con el primer día del ejercicio, es decir, el 1 de enero de 2026.

OCTAVA. Como ya se ha hecho en otros dictámenes sobre ordenanzas fiscales, se aconseja 
la introducción de una nueva disposición adicional primera, para evitar posibles conflictos 
derivados de cambios legislativos dentro del ejercicio, con el siguiente redactado:

Las modificaciones producidas por la Ley de presupuestos generales del Estado o cualquier otra 
norma de rango legal que afecten a cualquier elemento de la presente tasa serán de aplicación au-
tomática dentro del ámbito de esta Ordenanza.
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4.
 Actividades de difusión  
 institucional 

Además de la actividad realizada en cumplimiento de las funciones legales antes nombradas 
(artículo 137 de la Ley reguladora de las bases del régimen local), el Tribunal Económico-
Administrativo de L’Hospitalet desarrolla cada año otras actividades específicas, dirigidas 
especialmente a la relación institucional y la colaboración con otros órganos. En este sentido, 
el TEALH siempre ha realizado una actividad de difusión institucional, que se recoge en la 
memoria anual. Concretamente, desde su constitución, en el año 2012, el TEALH ha participado 
en todas las ediciones del Encuentro Nacional de Órganos Económico-Administrativos Municipales. 
Estos encuentros constituyen un espacio de análisis y debate sobre las principales cuestiones 
jurídico-tributarias que inciden en la actividad del Tribunal. La participación del TEALH en estos 
Encuentros de órganos económico-administrativos municipales es coherente con la finalidad que 
tiene el TEALH de formación y mejora continuas en el ejercicio de sus funciones. El año 2025 no 
se han celebrado estas jornadas.

Además, el TEALH ha continuado manteniendo la relación institucional con el resto de órganos 
económico-administrativos municipales y su Presidente ha participado en las jornadas o actos 
siguientes:

-	 Participación en el XXV Curso de Inspección y actualidad tributaria local celebrado 
en Alicante el 13 y 14 de noviembre de 2025, organizado por la Asociación Nacional de 
Inspectores de Hacienda Pública Local (ANIHPL) y Suma.Gestión Tributaria.Diputación de 
Alicante, en la mesa sobre la conflictividad de la Tasa de Residuos.

-	 Participación en la Jornada de Magistrados organizada por la Asociación española de 
asesores fiscales (AEDAF-Cataluña) el 9 de octubre de 2025, sobre temas de actualidad 
tributaria.

-	 Docencia en los masters de fiscalidad (tributos locales) organizados por la Universidad de 
Barcelona (UB), Universitat Oberta de Catalunya (UOC), Universidad a Distancia de Madrid/
Centro de Estudios Financieros de Barcelona (UDIMA/CEF), Colegio de la Abogacía de 
Barcelona y en la sesión del 22 de junio de 2025 del Master de Derecho Inmobiliario del 
mismo Colegio.

-	 Impartición del Curso sobre revisión de actos tributarios locales en vía administrativa, 
organizado por Tributs de Catalunya — Secretaria d’Hisenda del Departament d’Economia 
i Finances de la Generalitat de Catalunya.
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-	 Impartición del Curso sobre los procedimientos de revisión en el ámbito de la recaudación, 
organizado por la Agencia Tributaria de Cataluña.
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5.
 Observaciones y sugerencias 

De acuerdo con el apartado 11 del artículo 10 del Reglamento Orgánico del Tribunal Económico-
Administrativo de L’Hospitalet, el TEALH tiene la obligación de presentar ante el Pleno municipal, 
dentro del primer trimestre de cada año, su Memoria anual. Según dicha normativa, el documento 
de la memoria ha de recoger las observaciones derivadas de las funciones ejercidas e incorporar 
las sugerencias que se consideren oportunas para mejorar el funcionamiento de los servicios 
sobre los que el Tribunal tiene competencias.

En cumplimiento del precepto anteriormente citado, se presentan a continuación las observa-
ciones siguientes:

1.	 En relación a la identificación de los documentos que integran el expediente electróni-
co, siguiendo el camino del año anterior, se constata una tendencia en general positiva 
en la identificación de los documentos electrónicos que forman parte de los expedientes 
administrativos enviados al Tribunal mediante la plataforma AUPAC. Se quiere destacar 
y agradecer el esfuerzo realizado por los equipos implicados, que contribuye de manera 
significativa a este proceso.

2.	 Excepto alguna excepción, los expedientes llegan al Tribunal correctamente, en tiempo y 
forma, hecho que facilita una tramitación ordenada y eficiente de las reclamaciones. Asi-
mismo, se ha de destacar que la respuesta de los diferentes departamentos municipales 
ante las solicitudes de información complementaria formuladas por el Tribunal es absoluta-
mente escrupulosa, diligente y completa, circunstancia que se valora muy positivamente y 
que contribuye de manera decisiva al buen funcionamiento del procedimiento y a la efectiva 
garantía de los derechos de las personas administradas.

3.	 Desde el TEALH se manifiesta la conveniencia de tener noticia de cualquier reclamación 
presentada desde el momento de su entrada en el registro del Ayuntamiento, con indepen-
dencia de su remisión en el plazo máximo de un mes tal como establece el artículo 44.1 del 
Reglamento Orgánico del TEALH.

4.	 Finalmente, se ha de poner de manifiesto la conveniencia de reforzar el Tribunal Econó-
mico-Administrativo de L’Hospitalet mediante la adscripción de un técnico medio dada la 
complejidad técnica y jurídica de los expedientes tramitados que exige un nivel de análisis 
especializado, lo que hace necesario disponer de soporte técnico cualificado.



28

TEA • Memoria 2025  

	 Señalar que, hasta el momento, estas tareas de control y seguimiento de los expedien-
tes han estado asumiéndose por la auxiliar técnica de gestión adscrita al Tribunal, que 
ha venido desarrollando funciones que exceden las propias de su categoría profesional.  
Esta circunstancia pone de manifiesto la necesidad de revisar la adecuación del puesto de 
trabajo a las funciones efectivamente ejercidas, con la correspondiente actualización de la 
categoría profesional y del reconocimiento retributivo que se deriva.
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 Datos estadísticos 2025 

6.1. Entrada de reclamaciones económico-administrativas

ENTRADA REA POR CONCEPTO 2021 2022 2023 2024 2025

IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES 4
(17,39%)

4
(5,63%)

2
(10,53%)

7
(77,78%)

2
(22,22%)

IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES ECONÓMICAS 1
(4,35%)

IMPUESTO SOBRE EL INCREMENTO DE VALOR  
DE LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA

12
(52,17%)

62
(87,32%)

5
(26,31%)

2
(22,22%)

1
(11,11%)

IMPUESTO SOBRE CONSTRUCCIONES, INSTALACIONES 
Y OBRAS

1
(11,11%)

RECAUDACIÓN EJECUTIVA POR MULTAS DE TRÁFICO 6
(26,09%)

3
(4,23%)

10
(52,63%)

1
(11,11%)

RECAUDACIÓN EJECUTIVA (OTROS) 2
(2,82%)

2
(10,53%)

1
(11,11%)

TASA BASURAS 3
(33,33%)

TOTALES 23
(100%)

71
(100%)

19
(100%)

9
(100%)

9
(100%)

ENTRADA REA POR PROCEDIMIENTO DE 
TRAMITACIÓN 2021 2022 2023 2024 2025

ABREVIADO 17
(73,91%)

67
(94,37%)

17
(89,47 %)

7
(77,78%)

7
(77,78%)

ORDINARIO 6
(26,09%)

4
(5,63%)

2
(10,53 %)

2
(22,22%)

2
(22,22%)

TOTALES 23
(100%)

71
(100%)

19
(100%)

9
(100%)

9
(100%)

6.
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ENTRADA REA 
POR  CONCEPTO 
Y AÑO

Año TOTAL
2012-

252012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025

EJEC. GARANTIA 1 1

GARANTIA 1 1

IAE 1 1 2

IBI 3 4 3 1 3 3 1 3 4 4 2 7 2 40

ICIO 1 1 1 1 4

IIVTNU 5 3 15 12 10 5 19 33 13 12 62 5 2 1 197

IIVTNU+SANCION 
IIVTNU 1 1

IVTM 1 1

LIQ.TRIB. 
METROPOLITANO 1 1

CUOTA URB. 1 1

RECAUDACIÓN 
OTROS 1 1 3 5

RECAUDACIÓN 
EJECUTIVA 1 2 2 2 1 8

RECAUDACIÓN 
MULTAS 49 49 45 25 19 7 12 8 29 6 3 10 1 263

RECAUDACIÓN 
TRIBUTOS 1 1

SANCIÓN IIVTNU 3 2 2 7

TASA APR. ESP. 
PÚBL. 1 2 2 4 4 4 17

TASA LIC. 1ª OCUP 1 1

TASA REC. 
BASURAS 1 3 4

TASA SUELO, 
VUELO, 
SUBSUELO

3 3

TASA TELEFONIA 4 4

TOTAL 64 59 72 39 33 21 41 51 51 23 71 19 9 9 562
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6.2. Resolución de reclamaciones económico-administrativas

REA RESUELTAS POR CONCEPTO 2025

IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES 7
(77,78%)

TASA DE BASURAS 1
(11,11%)

RECAUDACIÓN EJECUTIVA 1
(11,11%)

TOTALES 9
(100%)

REA RESUELTAS POR PROCEDIMIENTO 2025

ABREVIADO 6
(66,66%)

ORDINARIO 3
(33,33%)

TOTALES 9
(100%)

REA RESUELTAS POR SENTIDO DE LA RESOLUCIÓN 2025

ESTIMADAS 5
(55,55%)

DESESTIMADAS 3
(33,33%)

INADMITIDAS POR FALTA DE COMPETENCIA 1
(11,11%)

TOTALES 9
(100%)

* A 31 de diciembre de 2025 había 11 reclamaciones económico-administrativas pendientes de resolución. De estas 
11, a 31 de diciembre, el TEALH solo tenía constancia de 8, ya que, aunque las otras 3 habían sido presentadas al 
Ayuntamiento en diciembre de 2025, su entrada formal en el registro del TEALH se produjo el año 2026.
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6.3. Recursos contenciosos-administrativos

RECURSOS CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS PRESENTADOS Año 2025 2012-2025

CONTRA RESOLUCIONES DEL TEALH 4 58 
(75,33%)

CONTRA DESESTIMACIONES PRESUNTAS POR SILENCIO ADMINISTRATIVO 0 19 
(24,67%)

TOTALES 4 77
(100%)

SENTENCIAS EMITIDAS POR LOS TRIBUNALES
EN LOS RECURSOS CONTENCIOSOS-ADMINISTRATIVOS Año 2025 2012-2025

DESESTIMATORIAS (CONFIRMAN RESOLUCIÓN DEL TEALH) 0 26
(36,11%)

ESTIMATORIAS (REVOCAN RESOLUCIÓN DEL TEALH) 0 22
(30,56%)

ESTIMATORIAS PARCIALES (REVOCAN PARCIALMENTE RESOLUCIÓN DEL TEALH) 1 2
(2,78%)

DESISTIMIENTO 0 6
(8,33%)

SATISFACCIÓN EXTRAPROCESAL 0 7
(9,72%)

PÉRDIDA SOBREVENIDA DEL OBJETO DE RECURSO 0 9
(12,50%)

TOTALES 1 72
(100%)

* A 31 de diciembre de 2025 quedan pendientes de resolución judicial cuatro recursos presentados contra resoluciones 
del Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet.
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